María Esperanza Pérez Rivera Vs Colpensiones. Rad. 66001-31-05-004-2018-00224-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 20 de marzo de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-004-2018-00224-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Maria Esperanza Pérez Rivera 

Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Primero Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / NORMATIVIDAD APLICABLE / PRINCIPIO DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA / REQUISITO DE TEMPORALIDAD.
Como quiera que el punto de partida para aceptar, en los asuntos de invalidez y sobrevivencia, la aplicación de la mal llamada “condición más beneficiosa”, es la falta de consagración de un régimen de transición –figura que por definición siempre tiene un límite temporal-, claro resulta que dicho beneficio no puede tener una vigencia ilimitada, conclusión a la que llegó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL4650 de 25 de enero de 2017 radicación Nº 45262 con ponencia de los Magistrados Fernando Castillo Cadena y Gerardo Botero Zuluaga. (…)
Establece el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 en su versión original, que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes los miembros del grupo familiar del afiliado fallecido, siempre y cuando éste hubiere cumplido con alguno de los siguientes requisitos:

a)
Que el afiliado se encuentre cotizando al régimen y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas, al momento de su muerte, y

b)
Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere realizado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produjo su deceso. (…)
… al hacer el análisis de la posibilidad de dar aplicación al principio de la condición más beneficiosa en los términos contemplados por la Sala de Casación Laboral a partir de la sentencia SL4650 de 25 de enero de 2017, se tiene que ello es posible pues el deceso ocurrió el 23 de marzo de 2005, periodo de gracia reconocido por el órgano de cierre. Sin embargo, tampoco con el uso de esa normatividad hay lugar a declarar que el afiliado dejó estructurado ese derecho pensional, pues como quiera que a la fecha de su óbito no se encontraba activo en el sistema pensional, le correspondía acreditar un total de 26 semanas en el año inmediatamente anterior al siniestro, periodo en el cual no acreditó semana alguna, dado que la última cotización se registra para el ciclo de septiembre de 1997.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

… atendiendo la interpretación de la Corte Constitucional sobre la materia, la cual resulta más favorable para la beneficiaria, a mi juicio es posible el salto de la Ley 797 de 2003 a los antiguos reglamentos del ISS (hoy Colpensiones), en la medida en que el artículo 53 de la Constitución no restringe la aplicación de la condición más beneficiosa a sólo dos normas aplicables al caso, como lo he venido señalando de tiempo atrás, a la luz de la interpretación que al respecto tiene la Corte Constitucional, tal como está en la sentencia T-566 de 2014, de modo que en mi criterio habría lugar al reconocimiento de la pensión, al encontrarse acreditado que el causante reunió el número mínimo de semanas cotizadas exigido en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA LABORAL
MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veinte de marzo de dos mil diecinueve, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación formulado por la señora MARIA ESPERANZA PEREZ RIVERA, contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 16 de enero del año 2019, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2018-00224-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora María Esperanza Pérez Rivera, que la justicia laboral declare que en su calidad de compañera permanente del causante Luis Alfonso Arango Marulanda tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 23 de marzo de 2005, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El señor Luis Alfonso Arango Marulanda falleció el 23 de marzo de 2005, fecha en que finalizó una convivencia continua e ininterrumpida que había iniciado el 30 de abril de 1975 cuando contrajeron matrimonio; el afiliado fallecido cotizó en toda su vida laboral un total de 879 semanas hasta el 30 de septiembre de 1997, según la resolución expedida por Colpensiones SUB 80994 de 2018; solicitó ante la entidad accionada la pensión de sobrevivientes, la cual le fue negada y en su defecto le fue reconocida la indemnización sustitutiva; posteriormente, el día 24 de noviembre de 2017 solicito un nuevo estudio de la prestación con base en lo establecido en la SU 442 de 2016, pero al igual que en el oportunidad anterior le fue negada la pensión. Considera que tal decisión es equivocada pues cuenta con más de 300 semanas cotizadas antes de 1º de abril de 1994 
Considera que, contrario a lo decidido por la entidad accionada, le asiste el derecho pensional reclamado en aplicación de la condición más beneficiosa, toda vez que reúne los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990, pues el causante dejó acreditadas más de 300 en vigencia de la citada disposición.  

Al dar respuesta a la demanda –fls.25 a 37- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con las fechas del natalicio y la muerte del señor Luis Alfonso Arango Marulanda y el agotamiento de la vía gubernativa. Frente a los demás hechos manifestó que no le constan. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Buena fe”, “Imposibilidad de Condena en Costas” e “Improcedencia de los Intereses Moratorios por el no pago de las mesadas pensionales”, “Prescripción” y “Genérica”.

En sentencia de 16 de enero de 2019, el juez de primer grado, luego de verificar que el señor Luis Alfonso Arango Marulanda no había dejado causada la pensión de sobrevivientes conforme a la Ley 797 de 2003, normatividad aplicable debido a que su deceso se produjo el 23 de marzo de 2005, procedió a analizar el asunto bajo el principio de la condición más beneficiosa, según el criterio jurisprudencial de la Sala de Casación Laboral, encontrando que el causante, entre el 29 de enero de 2003, fecha en que entró a regir la citada disposición y el 23 de marzo de 2005, data de su deceso, no se encontraba activo como cotizante, y tampoco acreditó 26 semanas de cotización dentro del año anterior a esas fechas, ya que su última cotización se presentó en el ciclo de septiembre del año 1997.  
Tales razones fueron suficientes para el a quo negar el reconocimiento de pensión de sobrevivientes pretendida.

Inconforme con la decisión, la parte actora insistió en la aplicación de la condición más beneficiosa de conformidad con los presupuestos establecidos por la Corte Constitucional, de acuerdo con los argumentos expuestos en el libelo inicial y los alegatos de conclusión, esto es, bajo los postulados del Acuerdo 049 de 1990 al acreditar más de 300 semanas cotizadas en vigencia de dicha disposición.  
Respecto a la convivencia señaló que esta situación goza de presunción de acierto y legalidad ya que la resolución 3336 del 24 de julio de 2006 el ISS realizó investigación administrativa dejando plenamente demostrada la convivencia requerida y de acuerdo con lo previsto en los artículos 87 y 88 de la Ley 1437 de 2011, tal acto administrativo cobró firmeza, haciendo tránsito a cosa juzgada.  
Sostiene que de conformidad con lo expuesto y de acuerdo con los principios de buena fe, confianza legítima, seguridad jurídica y respeto por el acto propio, emerge a su favor el reconocimiento por parte de la entidad como beneficiaria del derecho pensional, garantía que no puede ser desconocida o desmejorada en virtud de una sentencia judicial. 

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿Dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios el señor Luis Alfonso Arango Marulanda?
De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. NORMATIVIDAD APLICABLE PARA LA PENSION DE SOBREVIVIENTES.

Es posición pacifica de la jurisprudencia considerar que la norma que rige las pensiones de sobrevivientes es la vigente al momento en el que se produce el deceso del afiliado.

Excepcionalmente se ha permitido la aplicación de la legislación anterior en desarrollo de la denominada “condición más beneficiosa”, respecto a la cual, para su aplicación, caben las siguientes precisiones.

2. VIGENCIA DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA.
Como quiera que el punto de partida para aceptar, en los asuntos de invalidez y sobrevivencia, la aplicación de la mal llamada “condición más beneficiosa”, es la falta de consagración de un régimen de transición –figura que por definición siempre tiene un límite temporal-, claro resulta que dicho beneficio no puede tener una vigencia ilimitada, conclusión a la que llegó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL4650 de 25 de enero de 2017 radicación Nº 45262 con ponencia de los Magistrados Fernando Castillo Cadena y Gerardo Botero Zuluaga. 

En esa providencia, la Alta Magistratura, luego de señalar que la condición más beneficiosa es: a) Una excepción al principio de la retrospectividad, b) Que opera en la sucesión o tránsito legislativo, c) Procede cuando se predica la aplicación de la normatividad inmediatamente anterior a la vigente al momento del siniestro, d) Entra en vigor a falta de un régimen de transición, e) Es aplicable a aquellos afiliados que tienen una expectativa legítima, al cumplir en su integridad la densidad de semanas exigidas en la Ley derogada, y f) Respeta la confianza legítima de los destinatarios de la norma;  determinó que para dejar causada la pensión de sobrevivientes en desarrollo del mencionado principio de la condición más beneficiosa en tránsito legislativo entre la Ley 100 de 1993 y la Ley 797 de 2003, se debe acreditar como requisito sine qua non que el deceso se produzca entre el 29 de enero de 2003 y el 29 de enero de 2006, y a partir de ese evento, en cada caso concreto se debe estudiar si el causante se encontraba en alguna de las cuatro circunstancias allí descritas para dejar causado el derecho.

3. CAUSACION DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 100 DE 1993 EN SU VERSION ORIGINAL
Establece el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 en su versión original, que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes los miembros del grupo familiar del afiliado fallecido, siempre y cuando éste hubiere cumplido con alguno de los siguientes requisitos:

a) Que el afiliado se encuentre cotizando al régimen y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas, al momento de su muerte, y

b) Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere realizado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produjo su deceso.

EL CASO CONCRETO

Según el certificado de defunción expedido por la Notaría Única del Círculo de Neira (Caldas) –fl.8- el señor Luis Alfonso Arango Marulanda falleció el 23 de marzo de 2005, fecha para la cual se encontraba vigente la Ley 797 de 2003, la cual prevé que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común y los miembros del grupo familiar del afiliado fallecido que acredite cotizaciones al sistema general de pensiones correspondientes a 50 semanas consignadas dentro de los tres años anteriores al deceso.

El causante, entre 23 de marzo de 2005 y la misma fecha del año 2002, no efectuó ninguna cotización al sistema, en razón de lo cual no le asiste a la señora María Esperanza Pérez Rivera el derecho que reclama con base en las normas vigentes.

Ahora, al hacer el análisis de la posibilidad de dar aplicación al principio de la condición más beneficiosa en los términos contemplados por la Sala de Casación Laboral a partir de la sentencia SL4650 de 25 de enero de 2017, se tiene que ello es posible pues el deceso ocurrió el 23 de marzo de 2005, periodo de gracia reconocido por el órgano de cierre. Sin embargo, tampoco con el uso de esa normatividad hay lugar a declarar que el afiliado dejó estructurado ese derecho pensional, pues como quiera que a la fecha de su óbito no se encontraba activo en el sistema pensional, le correspondía acreditar un total de 26 semanas en el año inmediatamente anterior al siniestro, periodo en el cual no acreditó semana alguna, dado que la última cotización se registra para el ciclo de septiembre de 1997.
En el anterior orden de ideas, se confirmará en su integridad la sentencia consultada.

Sin costas en esta Sede.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia consultada.

Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN







       Salva voto
Providencia: 


Sentencia del 10 de junio de 2019

Radicación: 


66001-31-05-004-2018-00224-01
Proceso: 


Ordinario laboral

Demandante: 


María Esperanza Pérez Rivera 

Demandado:


Colpensiones 

Magistrado ponente:

Julio César Salazar Muñoz 

Magistrada que salva voto:
Ana Lucía Caicedo Calderón

SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, manifiesto mi inconformidad frente a la decisión mayoritaria por las siguientes las razones:

La posición de las mayorías no descarta la procedencia del principio de la condición más beneficiosa para la concesión de la pensión de sobrevivencia o invalidez, según el caso, siempre y cuando se aplique la norma inmediatamente anterior a la fecha del siniestro, tal como lo pregona la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, pero además, esta Sala Mayoritaria ha aceptado la incorporación del nuevo requisito señalado en la sentencia SL4650 -radicado No. 45262 del 25 de enero de 2017- para la aplicación de la condición más beneficiosa en el tránsito legislativo de la Ley 100 de 1993 (original) a la Ley 797 de 2003, en la que se impuso una limitación temporal a la aplicación del referido principio, en el sentido de que la muerte debió ocurrir en los tres (3) años siguientes a la entrada en vigencia de dicha norma, esto es, entre el 29 de enero de 2003 y el 29 de enero de 2006. 
No obstante, atendiendo la interpretación de la Corte Constitucional sobre la materia, la cual resulta más favorable para la beneficiaria, a mi juicio es posible el salto de la Ley 797 de 2003 a los antiguos reglamentos del ISS (hoy Colpensiones), en la medida en que el artículo 53 de la Constitución no restringe la aplicación de la condición más beneficiosa a sólo dos normas aplicables al caso, como lo he venido señalando de tiempo atrás, a la luz de la interpretación que al respecto tiene la Corte Constitucional, tal como está en la sentencia T-566 de 2014, de modo que en mi criterio habría lugar al reconocimiento de la pensión, al encontrarse acreditado que el causante reunió el número mínimo de semanas cotizadas exigido en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993. 

Por otra parte, debo advertir que no comparto la exigencia de los cinco requisitos establecidos en la sentencia SU-005 de 2018, que componen el “test de procedencia” para la aplicación del principio de la condición más beneficiosa
, y para fundar mi discrepancia me remito a la sinopsis que hizo la Corte Constitucional, en el comunicado No. 6 del 13 de febrero de los cursantes, de los salvamentos de voto de la magistrada Diana Fajardo Rivera y de los magistrados José Fernando Reyes Cuartas y Alberto Rojas Ríos, quienes, constituyendo la tercera parte de la actual conformación de dicha alta corporación, ponen de relieve que le nueva postura implica un cambio de tal magnitud que limita e, incluso, contradice la postura pacífica que se venía sosteniendo de tiempo atrás.

Así las cosas, al compartir los fundamentos planteados en los aludidos salvamentos de voto, me acojo a los mismos para apartarme de la sentencia de primer grado, pues si bien el causante no tenía 50 semanas cotizadas en los 3 años anteriores a su fallecimiento, esto es, no cumplía los requisitos de la Ley 797 de 2003, cotizó más de 300 semanas antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993; ello aunado al hecho de que la calidad de beneficiaria de la pensión de sobrevivientes de la demandante quedó demostrada con la declaración de Juan Carlos Arango Pérez y Martha Cecilia Murillo Hincapié, quienes coincidieron en afirmar que la demandante –como compañera permanente- convivió ininterrumpidamente con el causante en los 5 años anteriores al deceso de este.

Lo expresado previamente de manera sucinta, a mi juicio, daría lugar a revocar la sentencia de instancia para, en su lugar, conceder la pensión de sobrevivientes a favor de la demandante a partir de la muerte de su compañero con el respectivo retroactivo, pero sin derecho a intereses de mora y costas procesales por tratarse de una interpretación constitucional favorable.

En estos términos sustento mi salvamento de voto.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada

� En aquellos casos en los que el hecho que dio origen a la pensión de sobrevivientes o la de invalidez se da en vigencia de las Leyes 797 u 860 de 2003, y se pretende la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 por darse los presupuestos establecidos en esta disposición normativa.
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